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IV. Perfil de la capacidad institucional y estado de la prevención/reconstrucción del desastre como política pública en el Gran Caribe
IV.1- Consideraciones generales
Para el análisis de factibilidad de un Fondo Post-Desastre, es relevante determinar cuáles son las políticas públicas que, en materia de desastres, están ejecutando los países de la región; y por tanto, la región del Gran Caribe en global, para solucionar los importantes retos económicos y sociales que, como se demostró en la sección II de los impactos económicos, constituyen una ancla para el desarrollo sostenido y humano de la región. En ese sentido, interesa determinar las políticas públicas que en lo financiero están diseñando e instrumentando, y de esta forma analizar si dicha política pudiese ser congruente y complementaría; o por el contrario, enfrentaría una competencia con el establecimiento de un Fondo de esta naturaleza.

Como un problema del desarrollo, esto exige al menos, la participación activa de los gobiernos en términos de:

· Organización institucional y;

· definición de políticas públicas explícitas, y

· aplicación y evaluación de dichas políticas a través de programas y proyectos en un marco programático integrado a las instituciones nacionales, dotándolas de un presupuesto para su desarrollo y mecanismos financieros que permitan brindarles sostenibilidad en el tiempo.

Los desastres impactan de manera muy particular a los países de la región del Gran Caribe ya que:

· suelen tener consecuencias, en términos relativos, mayores que en los países desarrollados,

· porque diversos factores asociados al bajo nivel de desarrollo son causa amplificada de tales consecuencias, y

· porque el impacto de los desastres sobre las posibilidades de desarrollo de largo plazo es sensiblemente mayor en los países menos desarrollados.

Por esa razón, se afirma que enfrentar —de manera sistemática e integrada en sus causas— a través de políticas concretas de prevención, mitigación, reconstrucción y transformación, que permitan reducir sostenidamente la vulnerabilidad, debe ser un objetivo explícito de la estrategia de desarrollo y de las políticas públicas de corto y largo plazo. 

En ese sentido, la política de gestión de desastres debe ser comprehensiva. Es decir, debe tomar en consideración diversos elementos relacionados con las características de los desastres y con las diversas dimensiones que involucra. Específicamente, al menos deberá ser: 

(a) Multisectorial, puesto que concierne a diversos sectores de la sociedad y del quehacer económico.

(b) Multidisciplinario, ya que son muchas las disciplinas que deben estar involucradas (ciencias sociales, ingeniería, ciencias naturales, psicología, económicas, legal, etc.). En particular, en el tema que interesa a estudio de factibilidad, el sector financiero debe estar preparado; así como el Estado debe disponer de una política pública que en lo financiero conlleve dicha preparación.

(c) Integral, puesto que debe considerar las diversas etapas de la gestión (prevención, mitigación, reconstrucción, etc.), en consonancia con las funciones y ejecuciones de las instituciones gubernamentales –ministerios, organismos de administración, atención y prevención de emergencias, sociedad civil, escala municipal y local. 

(d) Multi-institucional, por cuanto deben participar no solo instituciones públicas, sino también organizaciones de la sociedad, la empresa privada, ONG´s, y estas deben responder a prioridades, contar con gestores de riesgo locales, etc. que deben actuar de manera coordinada.

(e) Global, en el sentido de que debe considerar de manera agregada los niveles de vulnerabilidad ante los distintos tipos de desastres (huracanes, sismos, inundaciones, etc.).

(f) Sostenible financieramente, en particular debe contar con instrumentos y mecanismos financieros endógenos al Estado, el sistema económico y financiero, que lo permitan auto-evolucionar congruentemente con la dinámica de esos sectores.

Los países (gobiernos) miembros de la Asociación de Estados del Caribe han asumido en los últimos años esta visión de la política pública. El caso de Centroamérica es un ejemplo de ello. En 1999 la reunión de Presidentes Centroamericanos adoptó el Marco Estratégico para la Reducción de las Vulnerabilidades y el Impacto de los Desastres. En esta formulación se reconoce el carácter social, económico y ambiental que el riesgo tiene y reafirma que:

“la ejecución de la Alianza para el Desarrollo Sostenible de Centroamérica es un elemento fundamental para reducir la vulnerabilidad y lograr la transformación de nuestras sociedades”. 

También reconoce la necesidad de establecer un compromiso integral e intersectorial, público y privado; articulado en sus escalas regional, nacional y local y con amplios criterios de participación.

“Una serie de decisiones políticas y técnicas son asumidas en el Marco Estratégico, con el mandato expreso de que sean llevadas a cabo en los distintos niveles. Las siguientes son algunas de las principales:

i) “… la temática de la reducción de la vulnerabilidad y el manejo del riesgo habrá de introducirse de forma sistemática en todos los planes de desarrollo de mediano y largo plazo, sean de ámbito nacional, sectorial o local, y deberá reforzar simultáneamente la capacidad operacional de los entes que tienen a su cargo la preparación…


ii) … elaboración de una política nacional en materia de reducción del riesgo, que sea incorporada en los respectivos planes nacionales de desarrollo y/o de estrategias, planes y proyectos específicos sectoriales…

iii) Todos y cada uno de los sectores sociales y económicos, habrán de formular y poner en marcha estrategias, planes de reducción de vulnerabilidad y de gestión del riesgo para proteger a la población, la producción, la infraestructura y el medio ambiente”.

IV.2- La visión regional/subregional

a) Centroamérica

La adopción del Marco Estratégico supone un cambio fundamental en la manera como los países centroamericanos plantean modificar el impacto de los desastres: pasa de un enfoque histórico, centrado en la respuesta, organización de los preparativos y reconstrucción, a enfoque amplio bi-direccional que incluye:

(i) La reducción de las vulnerabilidades, y por ende del riesgo, se plantea desde los procesos de desarrollo a todo ámbito y escala, y

(ii) la preparación para atender mejor las emergencias y desastres se ve como elemento prioritario y complementario al anterior.

“Este abordaje tiene una serie de implicaciones importantes de analizar, principalmente:

· Asigna responsabilidades para modificar las causas del riesgo a las instituciones y sectores que tienen los instrumentos legales y los recursos técnicos y financieros para hacerlo.

· Valida y visibiliza un sinnúmero de acciones sectoriales que, sin hacerlo evidente, están actuando sobre las causas primagéneas del riesgo: planes de combate a la pobreza, programas de diversificación productiva, normativas técnicas y financieras que aumentan la capacidad de sistemas e infraestructuras para resistir el impacto de los desastres, y otras.

· Al distribuir las responsabilidades y fortalecer la función coordinadora y promotora de los organismos de emergencia, aumenta la viabilidad de los compromisos asumidos.”

b) Caribe

El propósito fundamental de la “Estrategia Comprehensiva para la Administración de Desastres” (Comprehensive Disaster Management Strategy) es el de contribuir al desarrollo sostenible en el Caribe. Considera que inversiones modestas en medidas tendientes a la mitigación de las vulnerabilidades, tiene altas tasas de retorno -y en ese contexto se agrega, altas tasas socioeconómicas de rendimiento—. 

El objetivo de la Estrategia de los países caribeños es que la administración comprehensiva de los desastres se integre plenamente en los procesos de desarrollo de los países de la subregión. 

Esto implica que la incorporación de la reducción del riesgo y la valoración de las vulnerabilidades debe integrase en todos los programas y proyectos de la planificación del desarrollo.
La política regional institucional, y la forma de integrar la reducción de la vulnerabilidad en el Caribe como meta, se encuentra esbozada en esa Estrategia, ya que  enfatiza:

· Fortalecimiento institucional, a través de la conformación de organizaciones sólidas para la administración de desastres en cada de uno de los países. 

· Es integradora, en lo que denomina la búsqueda de una “cultura de la seguridad” incorporando una gran diversidad de instituciones, empresas y organizaciones sociales (seguros, bancos, escuelas, iglesias, etc.). 

· Es transversal, ya que destaca la importancia de la prevención, especialmente el tomar en cuenta los niveles de riesgo y vulnerabilidad en las decisiones relacionadas con el uso del suelo y el uso de incentivos económicos y financieros para orientar las inversiones que valoren los desastres.

Los países del Caribe consideran que la medida global para evaluar el progreso en el logro de los objetivos y metas propuestas es la reducción en la “severidad” de los desastres. La ocurrencia de los desastres no necesariamente cambiará, pero las pérdidas de vidas humanas y de bienes materiales se reducirá. En ese sentido, si reducción de severidad, se entiende como reducción de vulnerabilidad sostenida, es una meta concomitante de las políticas de desarrollo, y estaría alineada con los principales elementos de una política pública de desastres, citadas al inicio.

IV.3- Las principales políticas públicas

Desde el punto de vista de la política macroeconómica, no se encontró evidencia suficiente de que:
· Los países miembros de la AEC hayan incorporado en las áreas monetarias, fiscales y de comercio exterior medidas concretas que tomen en consideración los desastres. 

· No se observa, que en los planes de desarrollo se analice el tema de los desastres. 

· Desde luego, hay que reconocer que la visión “comprehensiva” de los desastres es relativamente reciente en la región.
· Políticas educativas

Un esfuerzo en las políticas educativas: educación para disminuir la vulnerabilidad y la reducción en vulnerabilidad del sector educativo. Con relación a las políticas en la prevención de riesgos y desastres se puede mencionar la iniciativa que se destacan en este campo:

El Plan Hemisférico de Acción para la Reducción de la Vulnerabilidad del Sector Educativo a los Desastres Socio-Naturales (EDUPLAN) apoya el desarrollo y la implementación de actividades enfocadas a la reducción de la vulnerabilidad a los desastres en el sector educativo. Se ha desarrollado para ser presentado a organismos gubernamentales y no gubernamentales de los países en Latinoamérica y el Caribe.

Algunos países han incorporado en los años recientes en los planes de educación básica y media (Panamá), un eje transversal sobre reducción de riesgos de desastres. De igual manera, otras naciones cuentan con iniciativas de educación superior (diplomados y maestrías) en prevención de riesgos y desastres (Nicaragua, El Salvador, Costa Rica).

El Plan Hemisférico está dividido en tres áreas o componentes:

Aspectos académicos

Incluyen estrategias para incorporar al diseño curricular, tanto de la educación básica como de la educación superior y extensión profesional de varias disciplinas, la caracterización del conocimiento sobre riesgo, preparativos, respuesta y prevención a impartir en función de la vulnerabilidad de cada país.

Formación ciudadana

Comprende programas para ser canalizados a través de los ministerios de educación y otras instituciones, a fin de proveer los planes específicos de cada institución y la comunidad, los cuales forman parte de los planes de los organismos especializados, tanto en lo referente al apoyo para capacitación y asesoramiento, como en su incorporación en planes operativos.

Planta física educativa

Incluye estrategias para el manejo y adecuación de las edificaciones educativas de todo el sector de acuerdo a los peligros naturales, de tal manera que se modifiquen los procesos de planificación, diseño, ejecución de obra, reparación, re-estructuración, reconstrucción y mantenimiento en función de la seguridad de estas edificaciones.

Existen otras iniciativas que se destacan en la materia educativa; como la Coordinación Centroamericana de Educación y Cultura (CCEC), la Red de Estudios Sociales en Prevención de Desastres en América Latina (La RED) y el Plan de Seguridad Escolar; las cuales, junto a mayor información de EDUPLAN, se pueden ver en el anexo 7.
Es criterio común que hay que promover con mayor intensidad este componente formativo, que no solo contribuye a ir creando una cultura de la seguridad sino que puede mitigar las consecuencias de los desastres. El papel de los medios de comunicación debe ser adicional e igualmente importante al del sistema educativo formal.

· Políticas en el sector agrario

En el sector agropecuario se obtuvo un esfuerzo en la generación de proyectos internacionales para la reducción de la vulnerabilidad. Entre ellas se pueden mencionar:

· Proyecto Regional "Reducción de la Vulnerabilidad del Sector Agropecuario ante las Alteraciones Climáticas - VULSAC".
Este es un Proyecto orientado a reducir la fragilidad del sector agropecuario ante los peligros naturales que recurrentemente enfrentan los países centroamericanos, el cual ha sido conceptualizado con el apoyo del Comité Regional de Recursos Hidráulicos (CRRH) y del Centro de Coordinación para la Prevención de Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC). Con respecto a la reducción de la vulnerabilidad en el sector agropecuario, otros entes han tenido participación en este campo. 

El Proyecto VULSAC está dirigido a desarrollar el componente sectorial agropecuario del Plan Regional (centroamericano) de Reducción de Desastres, cuenta con un componente de alerta temprana y derivación de pronósticos climáticos operativos que sean de fácil comprensión para los actores del sector agropecuario, incursiona en el conocimiento de las implicaciones del cambio climático sobre el sector, y tiene previsto llevar a cabo la primera fase del fortalecimiento y modernización del sistema de pronósticos y estimaciones de cosecha de productos agrícolas sensitivos. Asimismo, considera un componente de sensibilización y capacitación, con una programación flexible que pueda responder con oportunidad ante un eventual resurgimiento del fenómeno de El Niño o de La Niña.

· Seguros agropecuarios.

Con relación a los seguros agropecuarios se puede mencionar la acción propuesta para la promoción, fortalecimiento, desarrollo y uso del seguro agrícola contenida en la Declaración de San José, emitida en la XXII Reunión Ordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de Centroamérica (referido al anexo 8); además a esta se suman otras dos iniciativas, se trata de la propuesta de creación de un seguro alimentario regional para tiempos de crisis o fondo regional de contingencia y del perfil "Desarrollo del Mercado de Seguros para Riesgos de Catástrofe. 

En el primero de los casos, se trata de la resolución 8 del "Marco Estratégico para enfrentar la situación de inseguridad alimentaría y nutricional asociada a condiciones de sequía y cambio climático, en la cual se establece "encomendar al Consejo de Ministros de la Integración Social (CIS), a su Secretaría (SISCA) y al Instituto de Nutrición de Centroamérica y Panamá (INCAP) para que, en consulta con el Consejo de Ministros de Economía y el BCIE, elaboren una propuesta de creación de un seguro alimentario regional para tiempos de crisis o fondo regional de contingencia".

· Políticas de salud

En lo que concierne a las políticas de salud, estas toman en consideración y desarrollan importantes campañas en lo que respecta a las enfermedades epidémicas (cólera, dengue, etc.), así como lo concerniente con plagas que atacan a los cultivos y al ganado. En cuanto a la preparación para atender desastres por parte de los servicios de salud, se han desarrollado programas de formación profesional en algunos países, y en general existen planes de contingencia, coordinados con las instituciones especializadas en la atención de desastres, para atender las emergencias en las diferentes zonas de los países.

· Políticas para infraestructura y transporte

La situación actual y las políticas relacionadas con la infraestructura de transporte en la región es la siguiente: no existe un mecanismo específico de asistencia para evaluar daños, reparar, rehabilitar, reconstruir y remplazar componentes esenciales de infraestructura de transporte y reducción de vulnerabilidad que abarque todos los componentes vulnerables y se refiera a los tres subsectores de transporte: aéreo, marítimo y terrestre. 

Los mecanismos formales existentes plasmados en convenios firmados entre Estados o de adhesión a instituciones regionales o internacionales, se refieren a ciertos componentes de alguno de los tres subsectores del sector transporte; los cuales, en caso de eventos de gran magnitud, la capacidad de respuesta se ve minimizada por la emergencia. Entre los ejemplos que se pueden citar está el desarrollado y dirigido por Corporación Centroamericana de Servicios de Navegación Aérea (COCESNA), en el transporte aéreo. Además, no se han identificado mecanismos formales sobre reducción de vulnerabilidad, sino solamente acciones aisladas de ellas.

Tradicionalmente, la cooperación bilateral gubernamental ha sido en la región la mayor fuente de recursos de asistencia humanitaria. Dicha forma de cooperación es guiada por la disponibilidad de recursos de los donantes, los cuales presentan restricciones legales y sus propias políticas y prioridades, más que por las necesidades de los países donatarios.

Por otra parte, en el ámbito de la participación privada, no existen en la región acuerdos que incorporen formalmente su intervención, a excepción de un acercamiento de CEPREDENAC a este respecto. La práctica de efectuar acuerdos o arreglos preconvenidos entre las entidades estatales y los proveedores de bienes y servicios es nula, siendo la desconfianza entre el sector privado y estatal el denominador común en sus relaciones. De la misma forma, no existen arreglos comerciales o contratos  reconvenidos entre las autoridades de transporte y el sector privado proveedor de bienes y servicios para evaluar daños, reparar, rehabilitar, reconstruir y remplazar componentes esenciales de infraestructura de transporte. Con respecto a esto, un resumen de recomendaciones recogidas se puede ver en el anexo 9.
En cuanto a la infraestructura, al igual que en salud, también se han desarrollado planes de contingencia para atender las emergencias, especialmente en lo que concierne a los sistemas viales, puertos y aeropuertos. No obstante, no se observa una planificación de mediano plazo tendiente a propiciar, con recursos nacionales, la reconstrucción de las obras de infraestructura en caso de ocurrir un desastre.

· Políticas de gestión y administración de desastres
En cuanto a las políticas específicas relacionadas con la gestión y administración de los desastres es posible, con base en la metodología planteada en el “Survey of the Strenght, Weaknesses and Project for Disaster Managemente in ACS Countries” 
 deducir que los países miembros de la Asociación de Estados del Caribe han venido desarrollando políticas y ejecutando proyectos tendientes a:

a) Planificación y organización. Desarrollo de planes nacionales, regionales y locales para la atención de emergencias causadas por desastres. Elaboración de estudios “de base” que permitan reducir los niveles de riesgo. Creación de un marco institucional adecuado para la atención de desastres.

b) Análisis de peligro e implementación de sistemas de Alerta Temprana. Las principales áreas en las que se ha trabajado incluyen: la cuantificación del peligro, el mapeo de los impactos, la valoración de la vulnerabilidad y el establecimiento de sistemas tempranos de alarma. Desde luego, no todos los países se encuentran en un mismo nivel de definición y ejecución de proyectos concretos, ni todos han realizado estas tareas en todas las áreas de posibles desastres. Los países, de acuerdo con sus capacidades institucionales y recursos disponibles han priorizado aquellos tipos de desastres que ocurren con mayor frecuencia que tienen mayores repercusiones.

c) Preparación de las comunidades para los desastres. Esta preparación incluye diversos componentes que tienen que ver con el entrenamiento y los simulacros, la prevención, la diseminación de información, la creación de redes de apoyo y distribución de alimentos y medicinas, etc.

d) Fortalecimiento de los sistemas de información. Tanto a nivel nacional como local, tomando en consideración las disponibilidades de medios de comunicación en las diversas comunidades.

e) Atención a impactados. Creación de una red de refugios previamente identificados y acondicionados para alojar a la población damnificada.

f) Reconstrucción y recuperación. Incluye la existencia de equipo de emergencia para atender la restauración de las comunicaciones, la energía y las vías de comunicación. De igual forma, para recuperar con la mayor brevedad las tierras productivas y las plantas industriales.

En relación con estas políticas, y aunque la situación varia dependiendo de los países, la encuesta realizada por Williams (AEC, 2000) muestras varias áreas deficientes en la Región del Gran Caribe:

(a) El 94% de los entrevistados manifestaron que las telecomunicaciones de la región deben mejorarse. 

(b) En cuanto a la operación de los Centros de Emergencia estos se consideran deficientes (solamente un 60% del personal entrenado, 55% sin equipamiento adecuado a nivel nacional y 75% a nivel local).

(c) La calificación fue pobre en materia de mitigación de los desastres.

(d) Los presupuestos para mantenimiento debe incrementarse, ya que solo el 30% de los países manifestaron tener una provisión adecuada. 

No obstante, con lo señalado debe reconocerse que la realidad también muestra, especialmente en caso de Centroamérica, un primer e importante grado de inversión pública en la modificación de factores de vulnerabilidad. También, existe una base creada y una serie de elementos institucionales sobre los cuales se pueden construir los Sistemas Nacionales, aún sin la necesidad de promover nuevas legislaciones en el tema. 

IV.4- Financiamiento para la atención de desastres y la política pública del financiamiento de los desastres

Considerando que es interés de la política pública el maximizar el uso de los recursos escasos obteniendo el resultado más rentable en términos sociales y económicos, estas políticas públicas deberán ser también explícitas en el mecanismo de financiamiento que está utilizando la región para enfrentar las demandas financieras para poder instrumentarlas. Cómo se señaló al principio, por tanto en materia de desastres, entre otros elementos, la política pública debe contar con mecanismos e instrumentos que le permitan ser sostenible financieramente.

Con la información analizada en la sección VII, en general se observa en la Región del Gran Caribe, que la política financiera, para atender los desastres consiste de:

1. Ayuda y cooperación. Búsqueda de donaciones internacionales para atender la emergencia, en particular ayuda humanitaria y de preparación, con fuentes diversas: US-OFDA, ECHO-Unión Europea, USAID, JICA, Organismo Alemán de Cooperación Técnica (GTZ); etc.

2. Desvío interno de recursos. Búsqueda y desvió presupuestaria de recursos de ministerios e instituciones estatales hacia la atención inmediata y el restablecimiento de líneas básicas en infraestructura económica y social. Esto evidentemente limita el rendimiento de la inversión pública, en particular, la inversión social y productiva, al cortar proyectos y planes previamente diseñados.

3. Paquetes de salvamento de sectores. Creación de paquetes financieros de rescate a sectores específicos, –bananero en el caribe, agrícola en el MCCA, manufacturero en G-3, etc.—, la mayoría de las veces, bajo el nombre de un fideicomiso, fondeado una única vez, con fondos públicos o impuestos financieros –al sector financieros sobre las utilidades netas— para el arreglo y condonación de deudas. Esto auto-genera un problema de riesgo moral, pues cada vez más el sector productivo afectado es rescatado, y por tanto, no internaliza los costos de la falta de protección financiera ante los desastres.

4. Financiamiento de la banca internacional de desarrollo: En primera instancia solicitando fondos no re-embolsables, seguidos de solicitud de desvíos de recursos aprobados para otros proyectos que no estaban directamente relacionados. Agotadas esas opciones, a través de financiamiento de líneas específicas –MRE-BID—. Esto presenta las mismas ineficiencias del punto 2.

5.  Más recientemente solicitando condonación de deuda externa oficial –FMI— y a terceros privados. Este mecanismo ha sido utilizado recientemente por países como Honduras y Nicaragua, en la situación post-Mitch.

6. Carencia de fondos institucionales nacionales, con mecanismos explícitos de asignación de recursos y evaluación de inversión, transparentes –la excepción hace la regla, con unos pocos países (México, con el Fonden; Colombia con Fonafina, Costa Rica y Haití)— con un mecanismo financiero a manera de previsión de presupuesto nacional para la atención y restablecimiento de líneas básicas, en reconsideración, que vayan más allá de un funcionamiento ad-hoc y casual.

7. Al limitado uso de instrumentos financieros para distribuir y diversificar los riesgos se agrega una reducción en el uso de instrumentos y mecanismos financieros, tales como la disminución en la cobertura de infraestructura asegurada, en el Caribe (BDC, op cit.) o sub-aseguramiento, en Centroamérica, básicamente debido al incremento en primas de seguros, debido a la escalada de precios, asociada a fallas del mercado de seguros y su escaso nivel de competencia. 

De particular importancia es este último elemento de las políticas públicas de financiamiento de los desastres. Por ejemplo, en el ámbito de uso de instrumentos de distribución de seguros, menos del 1% de las viviendas de México –país con un mercado financiero emergente— cuentan con un seguro contra una catástrofe (Banco Mundial, 1999). 

En general, en la zona del Gran Caribe, los mercados de seguros no son competitivos, no se observa un adecuado monitoreo y control prudencial, en particular sobre el tipo de asegurado, las primas no reflejan los riesgos, los riesgos no están adecuadamente investigados a nivel científico y técnico, en general, el mercado de seguros no está estandarizado, y por tanto, salvo por excepciones a alto costo, las economías no pueden incrementar la distribución de riesgo utilizando el mercado internacional de re-aseguros a una tasa competitiva. Algunos indicios de esa situación se encuentran en:

· Que en el sector de construcción, no existe el proceso de estandarización, y si existe y es de buena calidad, como en algunos países de la zona, el monitoreo y control para hacer valer la ley (“enforceability”) es limitado, debido al estrés presupuestario e incipiente uso de códigos estandarizados. 

· Al nivel de zonificación de riesgos, en los países donde existen mapas de riesgos –vale decir algunos de alta calidad científica— estos se han desactualizados, y no fueron transferidos a las comunidades para convertirlos en herramientas para la reducción efectiva de la vulnerabilidad.

· En general, y por lo tanto, los precios de propiedades ni las primas reflejan los niveles de riesgos; tampoco se cuenta en general con un esquema sistemático de evaluación de la inversión pública y privada que auto-contenga consideraciones de vulnerabilidad, en particular, en las obras de reconstrucción pública, con el objeto de no reconstruir los mismos riesgos. 

· Todo esto agrava de por sí los problemas de selección adversa y riesgo moral propios de los mercados de seguros, los cuales se ven exacerbados en mercados financieros poco profundizados. En otros casos, en el Caribe la experiencia ha mostrado que el mercado ha reaccionado de manera abrupta, y, como el caso de Barbados, con un aumento de primas del 300% después del Huracán Andrew (Banco Mundial, 2000).
Por ejemplo el Banco d0el Caribe, en su “Strategy and Operational Guidelines for Natural Disaster Managment” indica “que en el pasado las coberturas de seguros contra desastres estaban más disponibles, tanto para la infraestructura social como económica. Sin embargo, durante los recientes años, el precio de las mismas ha sido más volátil y en ocasiones muy costoso, lo cual ha reducido las coberturas de la región” (Banco del Caribe, 2003a) –Traducción propia—. 

El trabajo, por tanto, realizado en el tema de seguros es muy limitado, se puede resumir en tres iniciativas: primeramente el seguro agrícola contenida en la Declaración de San José; asimismo el seguro alimentario del Marco Estratégico para enfrentar la situación de inseguridad alimentaría y nutricional asociada a condiciones de sequía y cambio climático, mencionadas anteriormente (véase la sección IV.3). 

La otra iniciativa es el perfil: "Desarrollo del Mercado de Seguros para Riesgos de Catástrofe que se presentó en el marco de la Iniciativa Mesoamericana de Prevención y Mitigación de Desastres; el cual tiene por objeto "desarrollar un mercado eficiente de seguros privados contra catástrofes en la región mesoamericana que incentive la adopción de una adecuada política de prevención y mitigación de desastres. A través de una gestión financiera más adecuada del riesgo, el mercado de seguros tiene por objeto potenciar el crecimiento de la productividad de la economía y contribuir a la competitividad de la región". El perfil ha sido elaborado por el Grupo Técnico Interinstitucional para el Plan Puebla Panamá BCIE-BID-CEPAL con el apoyo del Instituto Centroamericano de Administración de Empresas (INCAE).

Se estima fundamental compatibilizar las tres iniciativas, establecer las posibilidades de complementación entre ellas, así como aprovechar las sinergias en su planeación y posterior implementación. Esto se ve favorecido por la participación del BCIE en estos tres casos, así como por la posibilidad de que CEPREDENAC -como organismo especializado en la gestión de riesgo ante amenazas de desastres- tome participación en todas ellas.
Dada esta situación de fallas de mercados financieros, carencias de instrumentos de distribución y transferencia de riesgos, la infraestructura –logística y de control-, conduce a la invariable conclusión de que la política pública de financiamiento de los desastres de la Región del Gran Caribe, se estiliza por:

· Una elevada contracción de riesgo financiero del siniestro, mayoritariamente en los gobiernos, no solo por la escasa diversidad, calidad, precio del uso de instrumentos; sino por su papel de último respondedor ante la crisis, su papel de rescate de sectores, sin transferir el costo de internalización de riesgos, en particular a los sectores productivos.
Esta conclusión, genera los siguientes corolarios:

· A pesar de que existe en las subregiones el reconocimiento de tratar el tema de los desastres de forma integral como un problema de desarrollo, el tema de la vinculación del sistema financiero y uso de instrumentos para la distribución de riesgos, ha quedado de lado. 

· No existe una política pública que ofrezca un financiamiento sostenido para enfrentar los desastres, lo cual, en esencia, significa que sin ella no habrá una estrategia efectiva para que la Región del Gran Caribe minimice su impacto en el desarrollo humano sostenible: Esto muestra un vació crucial en la política pública del financiamiento de la región.
 
· Todo lo anterior indica que, en términos de política pública el uso de un instrumento financiero, como un Fondo o la promoción de otras variedades, sea para la prevención, mitigación, y reconstrucción, podría generar en la Región del Gran Caribe importantes rentabilidades socioeconómicas, en particular si cumple eficientemente su papel de distribución de riesgos, con un funcionamiento transparente y técnico en su operación. En otras palabras, vendría a saldar parte de esta deficiencia detectada en la política pública regional del manejo de los desastres como elemento del desarrollo.

IV.5- El marco institucional regional/subregional
En la atención de los desastres participan a nivel nacional un gran número de instituciones que cumplen tareas específicas. Con el transcurrir del tiempo se ha ido creando un modelo institucional que, a grosso modo, es el siguiente: el centro o eje del sistema es una organización gubernamental, con un grado bastante elevado de autonomía, que cumple la función de coordinar las acciones relacionadas con la atención de los desastres en sus diversas etapas. Esta organización coordinadora, que en ciertas áreas tiene también responsabilidad de ejecución, cuenta con un presupuesto propio y tiene jerarquía superior cuando se trata de la atención de las emergencias.

Un entramado, mas o menos complejo, de otras organizaciones gravitan alrededor de estos centros de atención de emergencia. Algunas de ellas tienen que ver directamente con la prevención (meteorológico, geológico, geográfico, etc.), otras con la mitigación de las emergencias (salud, seguridad pública, comunicaciones, etc.) y finalmente con la reconstrucción (planificación, financiamiento, ejecución, etc.). Este conjunto de entidades son tanto del sector público como del privado y ONG´s cuya labor debe ser articulada y coordinada para lograr el uso mas adecuado de los recursos existentes.

El Gran Caribe. La Asociación de Estados del Caribe con su Comité Especial de Desastres Naturales asumió la tarea de promover y coordinar acciones conjuntas en la temática de prevención de desastres y reducción del riesgo. Como ya se expuso inicialmente, de este seno emana el mandato de los Gobiernos de realizar este estudio de factibilidad. De tal manera, a escala del Gran Caribe se cuenta con una serie de políticas y acuerdos comunes, y en particular el que da origen a este estudio para la viabilidad de un Fondo Regional post-desastre.

Las políticas generales y los proyectos en particular del Comité Especial de Desastres Naturales, se concentran en aspectos de coordinación, promoción conjunta e intercambio de información y experiencias. En este sentido, no existe una experiencia de ejecutoria regional a esta escala.  

Entre los países miembros de la Asociación de Estados del Caribe, muchos de los cuales pertenecen a dos esquemas de integración subregional, Mercado Común Centroamericano (MCCA) y CARICOM, se han constituido dos instituciones especializadas en desastres con el propósito de unificar políticas y acciones en beneficio de las naciones miembros.

a) CEPREDENAC

Como ya se dijo, se creo en 1988 con seis Estados Miembros, su principal política sobre reducción de riesgo también ha sido consignada por los gobiernos de Belice y República Dominicana. Desde 1993 ha venido coordinando el Plan Regional de Reducción de Desastres, el cual fue adecuado en su más reciente versión, como instrumento de cumplimiento del Marco Estratégico.

CEPREDENAC tiene su mandato centrado en procesos de apoyo a toma de decisiones para la reducción del riesgo, por tanto, su naturaleza es preventiva. Una de las tareas más importantes de CEPREDENAC ha sido la coordinación y apoyo brindado a la elaboración de tareas de apoyo sobre aspectos de preparativos y coordinación de la respuesta, estrategias regionales para la gestión del riesgo, así como la inclusión de variables relativas en proyectos de tipo multisectorial. Ha contado con apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo, el Banco Mundial y el Fondo Especial de Japón especialmente para el fortalecimiento de los sistemas nacionales para la gestión del riesgo, entendiendo estos como los arreglos interinstitucionales responsables de promover y ejecutar acciones en este campo.

En esa etapa ha tenido una fuerte participación en la elaboración de estrategias de reconstrucción y desarrollo, además, ha sido receptora de fondos para la promoción de la mitigación a nivel regional. El “Fondo para la Mitigación de Desastres” negociado con el BID y el Banco Mundial después del impacto del Fenómeno del Niño del período 97-98 son ejemplos.

En Centroamérica, el post-impacto del Huracán Mitch es la única experiencia de trabajo integrado en la estrategia de reconstrucción y en la negociación de recursos. Esta experiencia ha sido basada en el proceso del “Grupo Consultivo” coordinado por el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) y por el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA).

· Con la información recopilada al momento, no se detectan experiencias de manejo de fondos regionales para la reconstrucción. 

b) CDERA

La Caribbean Disaster Emergency Response Agency es la institución especializada en el tema de los desastres en el Caribe, y, como ya se dijo, surgió del Pan Caribbean Disaster Preparedness and Prevention Project, constituyéndose formalmente en 1991.

Tiene entre sus fines: (a) movilizar y coordinar la ayuda para aliviar el efecto de las emergencias causadas por desastres, (b) obtener, coordinar y canalizar información confiable y comprehensiva sobre desastres, (c) mitigar las consecuencias inmediatas de los desastres, y (d) promover una capacidad de respuesta significativa ante los desastres por parte de los estados miembro.

La CDERA considera que, aunque su mandato más importante ha sido el de coordinar una respuesta regional frente a las emergencias, también tiene una responsabilidad sustantiva en la construcción de capacidad para la atención de los desastres en la subregión. Para ello desarrolla diversos proyectos que cuentan con el respaldo financiero de diferentes organizaciones, y la colaboración de una amplia red de entidades tanto públicas como privadas.

Es conveniente señalar que otras instituciones regionales y subregionales también están involucradas en el tema de los desastres. Tal es el caso de los organismos de integración (MCCA, CARICOM) y de los bancos de desarrollo subregional (Banco Centroamericano de Integración y Caribbean Development Bank). Otras agencias internacionales y de países también tienen presencia en la región y apoyan programas relacionados con la atención de los desastres.

Al respecto, debe tenerse en cuenta que la reconstrucción ha estado siendo realizada por los países –ejecutoria nacional--, y la cooperación  y su financiamiento ha sido bilateral. A excepción del proceso del Grupo Consultivo para la Reconstrucción y Transformación de Centroamérica, donde los países afectados por el Huracán Mitch en 1998, establecieron una “mesa conjunta de negociaciones”. Sin embargo, todos los proyectos de reconstrucción y rehabilitación han sido manejados de forma bilateral
IV.6- Papel y visión del BID sobre riesgo y vulnerabilidad
El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) también ha tenido una participación relevante en lo que concierne a la gestión de los desastres. A fin de responder a estos desastres, el BID aprobó US$ 1.500 millones en financiamiento nuevo durante 1996 y 2000, para facilitar la recuperación de los países afectados, multiplicando por 10 el promedio anual de préstamos relacionados con desastres de los 15 años anteriores. No obstante, los desastres recientes han revelado la índole insostenible del enfoque reactivo que ha prevalecido hasta ahora en la región. 

Es por ello que el BID considera “indispensable que la región salga del círculo vicioso de destrucción y reconstrucción y aborde las causas fundamentales de su vulnerabilidad, en vez de limitarse a tratar los síntomas y esperar hasta que se produzca un desastre”. 
 

En criterio del BID, “un análisis más detenido de los factores que transforman un fenómeno natural en un desastre humano y económico revela que los problemas fundamentales del desarrollo de la región son los mismos que contribuyen a su vulnerabilidad hacia los efectos catastróficos de las amenazas naturales.

Las causas principales de la vulnerabilidad de la región son la urbanización rápida y no regulada, la persistencia de la pobreza urbana y rural generalizada, la degradación del medio ambiente causada por el mal manejo de los recursos naturales, la política pública ineficiente y los rezagos y desaciertos de las inversiones en infraestructura. En la región se invierte muy poco en la mitigación de amenazas naturales, puesto que la política en materia de desastres se ha centrado principalmente en la respuesta a situaciones de emergencia”. 

Para anticiparse a los desastres en la región y reducir sus efectos, el BID considera que se necesita un enfoque más integral que abarque tanto la reducción de los riesgos antes de los desastres como la recuperación posterior, encuadrado en nuevas políticas y mecanismos institucionales que propicien una acción eficaz. Este enfoque abarca los siguientes tipos de actividades: 

· análisis de los riesgos para determinar su clase y gravedad para la población y las inversiones en desarrollo, 

· medidas de prevención y mitigación para abordar las causas estructurales de la vulnerabilidad, 

· transferencia de riesgos a fin de distribuir los riesgos financieros en el tiempo y entre distintos protagonistas, 

· preparativos e intervención en situaciones de emergencia con el propósito de que los países estén mejor preparados para hacer frente de forma rápida y eficaz a las situaciones de emergencia, y 

· rehabilitación y reconstrucción después de los desastres para facilitar la recuperación eficaz y crear salvaguardias contra desastres futuros.
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